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                                          Procurador General      
Concepto No. 5721

Bogotá, D.C., 10 de febrero de 2014
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
 Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, “Por la cual se expide el Código Penal”. 

Actor: DARIO VALENCIA MORENO.

Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS.

Expediente D-10026

                 Concepto No. 5721
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242 numeral 2°, y 278 numeral 5° de la Constitución Política, y actuando en mi condición de Procurador General de la Nación, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada por el ciudadano DARIO VALENCIA MORENO, quien, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40 numeral 6º y 242 numeral 1º de la Carta, demandó la inconstitucionalidad del artículo 229 de la Ley 599 de 2000, “Por la cual se expide el Código Penal”, cuyo texto es el siguiente:

LEY 599 DE 2000 
(julio 24) 

Diario Oficial No. 44.097 de 24 de julio del 2000

Por la cual se expide el Código Penal 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

ARTICULO 229. VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. El que maltrate física o sicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurrirá, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, una mujer, una persona mayor de sesenta y cinco (65) años o que se encuentre en incapacidad o disminución física, sensorial y psicológica o quien se encuentre en estado de indefensión.

PARÁGRAFO. A la misma pena quedará sometido quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea encargado del cuidado de uno o varios miembros de una familia en su domicilio o residencia, y realice alguna de las conductas descritas en el presente artículo.

1. Planteamiento de la demanda

El actor considera que la norma demandada contraría lo dispuesto en el Preámbulo, el artículo 13 y el artículo 29 constitucionales, en tanto que “desconoce el principio de proporcionalidad o ‘prohibición de exceso’”. Por esta razón, le solicita a la Corte que la declare inexequible y que incluso le ordene a la Defensoría del Pueblo “realizar un censo para saber cuántos colombianos se encuentran privados de la libertad (condenados y detenidos) por el delito de violencia intrafamiliar, cuando la verdad es que tales conductas corresponderían a lesiones personales”.  
Como fundamento de esta acusación, destaca que el actual Código Penal no incorporó el tipo penal de maltrato constitutivo de lesiones personales que establecía el artículo 23 de la Ley 294 de 1996 toda vez que, en su opinión, “al estar tipificada la violencia intrafamiliar en el art. 229 (agresiones que no causen a otro daño en el cuerpo o en la salud), las agresiones que sí causen a otro daño en el cuerpo o en la saludo continúan siendo reprimidas conforme a los tipos de lesiones personales”
 (negrillas y subrayas fuera del texto). Posteriormente, explica que las distintas reformas introducidas al artículo  demandado han hecho que la conducta allí tipificada se haya vuelto “más grave que cualquiera de las lesiones personales”, pues se le ha asignado una pena “mucho más grave que la mayoría de los tipos penales de todo el C. Penal”, lo que precisamente le permite concluir que “el principio de proporcionalidad o ‘prohibición de exceso’ […] y el principio de igualdad terminen siendo vulnerados”. 

En el mismo sentido, advierte que los cambios punitivos que se han hecho al tipo penal en comento no han sido soportados en “ningún estudio académico, criminológico o sociológico” ni responden a alguna “razón de política criminal”, aun cuando implican que se ha “triplicado de manera irracional y desproporcional la pena que [incluso] ya había sido incrementada” previamente.
De otra parte, sin perjuicio de reconocer que ello no sea propiamente “un argumento para solicitar la inexequibilidad de la norma” demandada, el actor indica que los fiscales y jueces penales de la República actualmente están haciendo uso de la misma “bajo el argumento de que el tipo penal contiene la frase ‘siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor” y esto a pesar de que, en su opinión, “nunca fue voluntad del legislador que la violencia intrafamiliar fuera un tipo más grave que los atentados contra la vida o la integridad personal”. Por esta razón, considera que la norma demandada “ha desquiciado el ordenamiento penal [también] proporcionando la violación del principio de igualdad en cuanto, por esta vía[,] se aplica la pena mínima de CUATRO A SEIS AÑOS a cualquiera que cause una lesión, así sea mínima”. 

Así mismo, agrega que la desproporción en que incurre la norma demandada contradice lo concluido por la Corte en las Sentencias C-285 de 1997 y C-674 de 2005, en donde se precisaron las particularidades del bien jurídico protegido por el tipo penal que establece la norma que ahora se impugna.

Finalmente, el actor realiza un test de igualdad con el propósito de demostrar que el artículo demandado, si bien (i) persigue un fin constitucionalmente válido, como es proteger a la familia y (ii) es necesario pues otros medios menos onerosos para evitar el maltrato no han resultado efectivos, en todo caso (iii) contiene penas “mucho más altas que aquellas reservadas para otros delitos más graves como las lesiones personales, [por lo que] sacrifica principios y valores que tienen un mayor peso que el principio que se quiere satisfacer mediante dicho trato”. En razón de lo anterior, señala que la norma demandada implica también una “desigualdad [que] salta de bulto” al comparar las penas allí establecidas y las establecidas en los tipos penales contenidos en los artículos 111 a 116 del Código Penal
.
2. Problema jurídico 

En el presente proceso deberá establecerse si el artículo 229 del Código Penal vulnera el principio de proporcionalidad de la pena y el principio de legalidad, al sancionar el maltrato físico o psicológico contra los miembros del núcleo familiar. 

3. Análisis constitucional

Esta Jefatura considera que la demanda arriba resumida debió haber sido inadmitida en tanto que se sustenta en argumentos subjetivos, vagos, impertinentes e insuficientes para activar la jurisdicción constitucional, que no parten de un auténtico contraste directo y objetivo entre la norma demandada y los artículos constitucionales que se invocan como vulnerados. Sin perjuicio de lo anterior, dado que la misma ya ha sido admitida y que, en todo caso, la Corte actualmente ya se encuentra estudiando
 otra demanda (expediente D-9960) contra la norma demandada en donde, además, se invocaron iguales normas constitucionales y se propuso el mismo problema jurídico, esta Vista Fiscal se limitará a remitir a lo que se dijo en ese proceso a través del Concepto 5705, en donde se solicitó que se declarara la exequibilidad de la norma demandada. En este mismo sentido le solicitará a la Corte estarse a lo que allí se resuelva.

Por último, el Jefe del Ministerio Público considera que esta es una oportunidad pertinente para exhortar nuevamente a esa Corporación para que revise y ajuste su reglamento interno, en lo que corresponda, de manera que se le haga posible acumular las demandas de inconstitucionalidad que se presenten contra unas mismas normas legales, evitando así un innecesario desgaste judicial y administrativo que incluso eventualmente podría comprometer la seguridad jurídica.     
5. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Sala Plena de la Corte Constitucional ESTARSE A LO QUE SE RESUELVA dentro del proceso D-9960. En segundo lugar, EXHORTA a la Corte Constitucional a revisar y ajustar su reglamento interno para que se haga posible acumular las demandas de inconstitucionalidad que se presenten contra las mismas normas, de conformidad con lo previsto en el artículo 5° del Decreto 2067 de 1991
.      

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/ABG
� Como sustento de esta afirmación en la demanda se mencionan tanto la exposición de motivos de la Ley 294 de 1996 (cita específicamente la Gaceta No. 164 de 1996) como lo concluido en la Sentencia C-285 de 1997, en donde respectivamente se anunció que esa ley “se expidió con el propósito de tipificar conductas que sucedían al interior de la familia y que no estaban tipificadas en el Código Penal” y que el “el tipo de violencia intrafamiliar consagrado en [su] art. 22 […] subsumía cualquier forma de violencia incluyendo los atentados contra la vida y la integridad personal”. Finalmente, se hace referencia a algunas sentencias de la Corte Suprema de Justicia en donde se reconoce el carácter autónomo del tipo penal de violencia intrafamiliar. 


� Complementando esta conclusión, el actor afirma que en los artículos 104 a 109 del Código Penal ya se establece como causal de agravación del delito de lesiones personales  el hecho de que se atente contra miembros del núcleo familiar. Sin embargo, como ya se hacía en el concepto 5705, dentro del expediente D-9960; esta Jefatura debe precisar que las causales de agravación contenidas en el artículo 104 de ese Estatuto tan solo aplican para el tipo penal de homicidio, mientras los artículos restantes no contienen causales de agravación sino tipos penales relativos a otras conductas, como son el homicidio por piedad (eutanasia), la inducción o ayuda al suicidio, la muerte de hijo fruto de acceso carnal violento, abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, entre otros, dentro de los que no se encuentran las lesiones personales.   


� Incluso con ponencia asignada al mismo Magistrado.


� Decreto 2067 de 1991, Por el cual se dicta el régimen procedimental de los juicios y actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucional, artículo 5°: “La Corte deberá acumular las demandas respecto de las cuales exista una coincidencia total o parcial de las normas acusadas y ajustará equitativamente el reparto de trabajo”. 
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